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ra que la secretaria de Estado y la
congresista abandonen sus car-
gos. Por otra, la causa penal.

En esta última también entre-
garía su versión, en calidad de
imputada, la renunciada minis-
tra de Bienes Nacionales Marce-
la Sandoval. Fue en esa misma
repartición —que hoy encabeza
Francisco Figueroa— en la que
se realizó una incautación el
miércoles pasado por detectives
de la PDI.

La diligencia intrusiva, así co-
mo la toma de declaraciones que
se alista, se dio en la investiga-
ción que se origina en la querella
por fraude al fisco ingresada an-

Declararían en calidad de im-
putadas. La ministra de Defensa,
Maya Fernández, y la senadora
Isabel Allende, ambas militantes
del Partido Socialista (PS), fue-
ron citadas para entregar sus
versiones al Ministerio Público
en la indagatoria por la fallida
venta de la casa del expresidente
de la República Salvador Allen-
de Gossens. Las diligencias, que
se dan en el marco de las pesqui-
sas por fraude al fisco, deberían
efectuarse mañana jueves y pa-
sado mañana viernes, respecti-
vamente, en caso de que las au-
toridades no utilicen su derecho
a guardar silencio.

La historia que llevaría a las
autoridades a entregar su decla-
ración ante el equipo de investi-
gadores de la Fiscalía Regional
de Coquimbo, encabezado por
el jefe de la jurisdicción Patricio
Cooper, se remonta a inicios del
año pasado, cuando “El Mercu-
rio” publicó que el Gobierno
planeaba adquirir el inmueble
ubicado en Guardia Vieja 392,
de la comuna de Providencia,
que el otrora mandatario habitó
mientras era senador.

Sin embargo, las intenciones
del Ejecutivo de convertir la edi-
ficación en un museo se desmo-
ronaron cuando el Ministerio de
Bienes Nacionales divulgó a fi-
nes de 2024 que la Contraloría
General de la República tomó ra-
zón de dos decretos que autori-
zaron la compra.

n Los cuestionamientos por
prohibición legal

La razón: surgió una serie de
cuestionamientos porque tanto
la ministra Fernández como la
senadora Allende son propieta-
rias del inmueble tras heredar
una parte, y la normativa vigen-
te prohíbe a las autoridades, que
ejerzan en cargos como los que
ostentan, celebrar contratos con
el Estado.

Así, se frustró la adquisición
del inmueble tasado en $933 mi-
llones; se gestó la salida de la ex-
ministra de Bienes Nacionales
Marcela Sandoval, a quien el Pre-
sidente Gabriel Boric le pidió la
renuncia por responsabilidades
políticas; y se abrieron distintas
aristas legales. Por una parte, se
tramitan requerimientos en el
Tribunal Constitucional (TC) pa-

te el Séptimo Juzgado de Garan-
tía de Santiago por el abogado
Raimundo Palamara —repre-
sentante de la Fundación Fuerza
Ciudadana y excandidato a
constituyente por el Partido Re-
publicano—, que estaba dirigida
contra el Presidente Gabriel Bo-
ric y todos aquellos que resulten
responsables.

n Otras citaciones y algunas
interrogantes

En su acción judicial, el quere-
llante solicita que se les tome de-
claración a la ministra de las Cul-
turas, las Artes y el Patrimonio,
Carolina Arredondo, y sus pares

de Hacienda e Interior, Mario
Marcel y Carolina Tohá, respec-
tivamente. Y, entre otras cosas,
si fuesen citadas, busca que de-
claren sobre “si hubo algún con-
trato de promesa para la compra
de dicho inmueble, en la afirma-
tiva quiénes lo suscribieron,
dónde y si existe copia de aquel
para remitirlo a la investiga-
ción”; y “quiénes formaron par-
te de las tratativas preliminares
previo a la consumación del con-
trato de compraventa celebrado
el día 30 de diciembre de 2024,
ante la Quincuagésima Notaría
de Santiago, Repertorio 95.512-
2024”.

Asimismo, espera saber “si
hubo tasaciones”, “cómo se pa-
gó el precio del inmueble que
aparece en el contrato de com-
praventa”, por ejemplo.

Si bien la causa originalmente
estuvo en manos del fiscal regio-
nal metropolitano Centro Norte,
Xavier Armendáriz, hace unos
días el jefe del Ministerio Públi-
co, Ángel Valencia, la reasignó al
fiscal regional de Coquimbo, Pa-
tricio Cooper, quien tiene a su
cargo también la investigación
de la arista Procultura, del caso
Convenios, donde está involu-
crada la expareja del mandata-
rio, Irina Karamanos.

n Eventuales diligencias
por definir en la indagatoria

La fiscalía, en tanto, estudia si
dar curso o no a una diligencia
intrusiva: la incautación de “los
teléfonos celulares del querella-
do (Presidente Gabriel Boric); de
Marcela Sandoval, exministra
de Bienes Nacionales; Carolina
Arredondo, ministra de las Cul-
turas, las Artes y el Patrimonio”.

Palamara, abogado querellan-
te, expresó que “estas diligencias
son parte de la labor investigati-
va del Ministerio Público en ra-
zón a lo solicitado en la querella y
lo que se está determinando por
el curso de la investigación, al
sindicar como imputados a todos
los que resulten responsables,
(si) están todos los involucrados
en el hecho defraudatorio, tanto
al que tiene la disposición o ad-
ministración de los recursos pú-
blicos, como lo es el Presidente
Gabriel Boric, como los benefi-
ciarios de dicha operación y todo
aquel que participó como autor,
cómplice y encubridor”.

Además, agregó que “lo que
no puede ocurrir es que queden
impunes quienes debiendo sa-
ber el acto ilícito, teniendo al-
guna capacidad para detener el
proceso, no hayan hecho nada
y se escuden en la ignorancia…
la trayectoria de la senadora y
la ministra dicen justamente
que no son ignorantes, y sus co-
nocimientos superan a la me-
dia, por lo que sus justificacio-
nes o explicaciones sencilla-
mente han complicado su si-
tuación procesal”.

En tanto, Paula Vial, defenso-
ra de la ministra Fernández y la
senadora Allende, declinó hacer
comentarios sobre si las imputa-
das darán sus versiones y si ha-
rán uso de sus prerrogativas, las
cuales les permiten —debido a
sus cargos— declarar en sus do-
micilios o a través de un escrito.

n Ingresan nuevo requeri-
miento de inhabilidad con-
tra ministra Fernández

En paralelo, el querellante Pa-
lamara presentó junto con el
abogado John Reid un requeri-
miento al TC para que la magis-
tratura declare la inhabilidad de
la ministra Fernández en el car-
go. Situación que se suma a las
solicitudes de Chile Vamos y el
Partido Republicano.

En el texto ingresado por Pala-
mara y Reid se lee: “En virtud de
lo que permite el artículo 93 N°
13 de la Constitución Política de
la República, venimos en inter-
poner requerimiento de inhabi-
lidad de la ministra de Defensa
Nacional, Maya Alejandra Fer-
nández Allende (...) por la causal
de inhabilidad de celebrar un
contrato con el Estado”.

Las diligencias clave en causa por fallida compra de casa de expresidente:

Tras incautación en Bienes Nacionales,
ministra y senadora declararán como
imputadas y se evalúa requisar teléfonos

E. CANDIA Y C. CARVAJAL 

El abogado querellante en el caso —donde la fiscalía investiga un eventual fraude al fisco— también solicitó
que se tome declaración a otros ministros de Estado, aunque no especificó en qué calidad.

PESQUISAS.— La semana recién pasada un equipo de investigadores de la fiscalía y la PDI realizaron una incauta-
ción en Bienes Nacionales, en el marco de la indagatoria abierta tras la querella por la fallida compra de la casa de
Allende (en la imagen) por parte del Gobierno. 
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Desde el Partido Socialista y,
especialmente entre los senado-
res, el apoyo a Isabel Allende ha
sido notorio y declarado. La res-
paldaron cuando el 7 de enero
leyó un texto ante la prensa e, in-
cluso, el legislador José Miguel
Insulza se enfrentó a periodistas
para evitar que siguieran pre-
guntándole sobre la fallida com-
pra de la casa de su padre, el ex-
presidente Salvador Allende.

En esa ocasión, la senadora es-
tuvo flanqueada por sus pares
de la tienda. Sin embargo, Fidel
Espinoza y Alfonso de Urresti
no se hicieron presentes, pese a
haber estado en el Congreso. 

Espinoza admite que tiene di-
ferencias políticas con Allende;
sin embargo, cuando supo la no-
ticia de que tanto ella como su
sobrina, la ministra de Defensa,
Maya Fernández, deberán decla-
rar en calidad de imputadas ante
la fiscalía mañana y el viernes, lo
consideró “lamentable” y apun-
tó al Ejecutivo como responsable
de que se dañe “la honra y la me-
moria de una figura histórica de
nuestro partido como Salvador
Allende” y que dos personas
“que han tenido una intachable
vida política al servicio de nues-
tro país” deban “someterse a
una situación tan incómoda” .

Desde el PPD, el senador Pe-
dro Araya concuerda con Espi-
noza, y admite que “sin duda el
Gobierno tiene que hacer una
profunda autocrítica respecto de
este tema, porque arrastraron a
dos figuras emblemáticas del so-
cialismo a un conflicto de tipo
comunicacional y hoy día penal,
producto de la mala calidad de
los asesores y de las personas
que tomaron las decisiones”.

Asimismo, Araya planteó que
“no es posible que cometan este
tipo de errores que son verdade-
ramente de principiantes o ama-
teurs”.

En el oficialismo se intenta ba-
jar el perfil al hecho de que
Allende y Fernández deban

comparecer ante la fiscalía, que
se analiza como un paso lógico
ante la presentación de una que-
rella, y, en el caso del diputado
Raúl Soto (PPD), recuerda que
“ser imputado es un derecho
procesal que tienen aquellas
personas que están siendo inves-
tigadas, pero que persiste la pre-
sunción de inocencia”.

Cuestionamientos a
asesores

La jefa de bancada de diputa-
dos PPD-independientes, Cami-
la Musante, señala que “es parte
de la diligencia de una investiga-
ción”, y que es importante debi-
do a que son autoridades de dos
poderes del Estado. 

Sin embargo, aclara que este
es el resultado de “no haber ad-
vertido en ninguna instancia
que ese contrato no se debía fir-
mar (...). Aquí los asesores tienen
que actuar a tiempo, oportuna-
mente y de manera asertiva, si

no las consecuencias pueden ser
fatales... terminan una ministra
y una senadora declarando ante
la fiscalía”.

Distintas figuras del oficialis-
mo han apuntado a asesores del
Gobierno. Se ha cuestionado a la
exministra de Bienes Nacionales
Marcela Sandoval (FA); la jefa
jurídica de la misma cartera, Ma-
carena Diez —ambas dimitieron
de sus cargos y quien lidera el
ministerio hoy es Francisco Fi-
gueroa (FA)—, y la jefa jurídica
de la Secretaría General de la
Presidencia (Segpres), Francisca
Moya. 

Si bien voces del sector plante-
an que las responsabilidades po-
líticas ya fueron cobradas, otras
manifiestan que en el Ejecutivo
se mantienen otros responsables
de los hechos. 

El diputado de la DC y vice-
presidente de la Cámara de Di-
putados, Eric Aedo, señala que
quienes “metieron la pata” de-
ben asumir responsabilidades:

“Aquí el error fundamental lo
cometen quienes llevan ade-
lante este proceso. Son funcio-
narios públicos, son personas
que trabajan en el Estado en
distintos ministerios, y ni más
ni menos que se saltaron la
Constitución”, sostiene el con-
gresista.

Senadora Allende:
“Pude haberme
equivocado”

Desde la declaración del 7 de
enero, la senadora Allende no
había vuelto a referirse al caso,
pero la citación a declarar reacti-
vó la atención tanto en ella como
en la ministra de Defensa.

Al ser consultada por la cita-
ción, declaró que “siempre ac-
tuamos de buena fe, y no tene-
mos nada que ocultar, y lo he-
mos hecho siempre con la mejor
convicción”, palabras que ya ha-
bía enunciado la vez pasada.

En esta ocasión, no obstante,

aseguró: “Yo pude haberme
equivocado, lo va a dirimir el
Tribunal Constitucional”. 

Si bien evitó entrar en el deba-
te y señaló en más de una oca-
sión que no se referiría más so-
bre el caso que la involucra, se
mostró molesta cuando se le in-
terrogó respecto a la implicancia
que tendría para la figura de su
padre.

“Eso no mancha la figura de
Salvador Allende, por favor. La
figura de Salvador Allende es un
referente universal y esto jamás
lo va a manchar. Menos si fue
hecho como ya lo he dicho: con
las mejores intenciones, un her-
moso legado que debió haber si-
do”, expuso.

Diputados RN insisten
en salida de Fernández

Con la explosión del caso a
inicios de mes, y el anuncio de
que el Ejecutivo detendría la
compraventa del inmueble,

desde la oposición se ha cues-
tionado que la ministra Fer-
nández no asuma la responsa-
bilidad política.

En el Gobierno, en tanto, se ha
manifestado que el costo políti-
co recayó en Sandoval. Sin em-
bargo, se ha insistido en la desti-
tución de Fernández.

Con los nuevos antecedentes,
diputados de Renovación Na-
cional (RN) reiteraron que la mi-
nistra de Defensa debe salir del
cargo.

“Ya terminemos con este
cuento. La ministra debe dar un
paso al costado o el Presidente
dejarla caer. Está haciendo mu-
cho daño no solo al Gobierno, si-
no también a las Fuerzas Arma-
das en general”, sostuvo el dipu-
tado Miguel Mellado.

En la misma línea, el diputado
Hugo Rey cuestionó que “nadie
pierde su cargo, lo que no hace
más que alimentar las dudas en
relación al rol que tuvieron altas
autoridades”.

Deberán comparecer ante la fiscalía como imputadas por fallida compra de casa del exmandatario: 

Citación a declarar de Fernández y Allende sube
presión por renuncias al interior del Gobierno 

CAROLINE CASTILLO Desde el Socialismo Democrático, senadores lamentan que “figuras emblemáticas” del sector estén
involucradas en un conflicto “comunicacional y penal” y que se dañe la honra del exmandatario socialista.
Piden que los asesores que no advirtieron la incompatibilidad asuman responsabilidades. 

El 7 de enero la senadora Allende fue respaldada por sus pares del PS mientras leía una declara-
ción a nombre de su familia sobre la fallida venta del inmueble.
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La oposición ha pedido la renuncia de la ministra de Defensa, Maya Fernández. Sin embargo,
desde el Gobierno se argumenta que ya se asumieron responsabilidades políticas.
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